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				INTRODUCCIÓN

				LA RELIGIÓN BAJO SOSPECHA

				Dos jueces de la High Court de Londres resolvieron el 28 de febrero de 2011 que un matrimonio británico de cristianos pentecostales —Eunice y Owen Johns— no podían obtener la custodia de niños, debido a que juzgan inaceptable la práctica de la homosexualidad. Este matrimonio de sexagenarios, que había acogido a quince menores a lo largo de su vida, no pudieron seguir haciéndolo una vez aprobada la Equality Act, centrada en los derechos de los homosexuales. Según el criterio de los jueces, las creencias religiosas de este matrimonio les impedían educar a los niños, ya que previsiblemente en su educación les transmitirían su rechazo hacia la homosexualidad. El aludido matrimonio explicó que estaba dispuesto a aceptar con cariño a cualquier joven que se les encomendase, pero que, efectivamente, llegado el caso, nunca le dirían que aprueban la práctica homosexual. Se trata de un ejemplo, entre tantos, de cómo a algunos ciudadanos sus creencias, no se sabe por qué, les acaba convirtiendo en inhábiles para ejercitar un derecho y asumir una responsabilidad, o para participar legítimamente en los debates morales que se suscitan en la sociedad: aborto, eutanasia, técnicas de reproducción artificial, cuestiones bioéticas, etcétera.

				La recusación de los creyentes en virtud de los valores morales que puedan sustentar se lleva a cabo con frecuencia invocando la laicidad de la vida política y argumentando que las creencias religiosas no deben interferir en la organización de la sociedad, ya que esto significaría la imposición por parte de los creyentes al resto de los ciudadanos de sus particulares valoraciones morales. La sociedad habría de organizarse conforme a una ética laica, no impregnada de creencias religiosas.

				Pero no es solo en los debates morales donde las creencias religiosas pueden chocar con el juego democrático y donde se invoca la laicidad para desactivar el posible influjo de la religión en la vida pública. Cualquier tipo de colaboración entre el Estado y la práctica religiosa es susceptible de ser denunciada en nombre de la laicidad. Que se celebren funerales de Estado conforme a un rito religioso, que el currículo escolar contenga la enseñanza de la religión —desde una óptica confesional o meramente cultural, según lo deseen los padres—, que el dinero público establezca conciertos educativos con centros confesionales o con ideario cristiano, que las Fuerzas Armadas participen en las procesiones de Semana Santa, que existan capellanías castrenses o en hospitales públicos y un largo etcétera es cuestionado y denunciado en nombre de la laicidad.

				También se invoca la laicidad para solicitar que se retiren los crucifijos de las aulas o de los organismos oficiales; o para prohibir que una joven acuda a clase con el velo islámico o que un funcionario pueda portar algún tipo de signo religioso. En fin, se decreta, la incompatibilidad entre los símbolos religiosos y los espacios públicos. Si bien es verdad que en ocasiones se admite la compatibilidad, tal como hizo la Gran Sala del Tribunal de Derechos Humanos de Estrasburgo, al admitir en su sentencia del 18 de marzo de 2011 que la ley italiana que establece la obligación de poner crucifijos en las aulas escolares no atenta contra el Convenio Europeo de Derechos Humanos.

				Este conjunto de conflictos, que contiene una casuística mucho más amplia, deriva de una precisa mentalidad que recibe el nombre de laicismo. De acuerdo con esta mentalidad, el espacio público —entendido física y moralmente— ha de ser un espacio libre de influencias religiosas. Lo característico de las nuevas demandas laicistas es que van mucho más allá de una realidad que se encontraba ya firmemente asentada en las democracias liberales.

				En las democracias liberales, es decir, las que conocemos en Occidente y son fruto de una cultura política que tiene su inicio en los albores de la Modernidad, estaba ya consolidada sin problemasla independencia del poder político frente a cualquier instancia religiosa1. Lo novedoso —lo que distingue el laicismo de nuevo cuño de la laicidad que ya se encontraba asentada— consiste en la pretensión de que la construcción de la convivencia política se articule completamente al margen de la religión. Obsérvese que no es que se desee mantener la independenciade un poder respecto a otro —la autoridad civil frente a la religiosa—; lo que se desea es que la religión —una dimensión fundamental del ser humano— no incida para nada en la configuración del orden social: que no influya en las leyes y que se encuentre ausente por completo del espacio público. Es decir, se intenta que la fe de los creyentes resulte completamente irrelevante en la organización de la sociedad.

				El debate sobre la laicidad se presenta, pues, con rasgos nuevos. La cuestión ya no es la independencia en el diseño constitucional del Estado del poder político frente al poder religioso, sino la marginación en la res publica de las creencias y prácticas religiosas que profesan los ciudadanos; que estas no interfieran en la organización social y política de la sociedad. Se trata, en definitiva, de hacer socialmente irrelevante la religión.

				Así las cosas, resulta comprensible la duda que algunos se plantean sobre la compatibilidad entre democracia y religión. Si por una parte percibimos el rechazo de la religión que surge desde posiciones laicas, en otros casos se atisba el escepticismo de algunos creyentes respecto a la democracia. Laicistas y creyentes demoescépticos coinciden en responder negativamente a aquella duda. Los laicistas entienden como exigencia democrática la completa ausencia de la religión de la vida política. Los creyentes demoescépticos, por su parte, consideran la democracia un inconveniente para la plasmación social de sus principios morales; la consideran quizá como una realidad con la que inevitablemente hay que contar y que en todo caso no queda más remedio quetolerar, pero no como un régimen valioso que es preciso promover y con el que sus creencias se pueden articular armoniosamente2.

				El presente trabajo se ha llevado a cabo con la convicción de que la democracia liberal —con las inevitables limitaciones que siempre acompañan a cualquier realización humana y aunque deba continuar perfeccionándose— representa la construcción política más valiosa que ha desarrollado la humanidad y contiene unos valores políticos y morales irrenunciables. En el plano político, la democracia manifiesta una de las mayores cotas de civilización alcanzadas por la humanidad, resultado de siglos de elaboración y de esfuerzos en pos de la conformación de un ámbito político conforme con la dignidad humana3.

				La democracia representa un valor político que no se puede echar por la borda. Y, para el cristianismo, no solo no representa obstáculo alguno, sino que puede ser su mejor expresión política. No solo eso, sino que, al contrario de lo que se postula desde instancias laicistas, la incidencia del cristianismo yde las religiones en la vida política, puede ser una de las mejores defensas de la democracia contra su descomposición interna.

				Para tratar de estas cuestiones, me ha parecido oportuno abordar en primer lugar las cuestiones en las que se visualizan más fácilmente los conflictos entre las expresiones religiosas y el orden político. Es el contenido del primer capítulo, en el que se tocan cuestiones tan variadas como la financiación de las confesiones religiosas, cómo han de ser los funerales de Estado, si debe o no haber capellanías en recintos estatales o públicos, o la presencia de los crucifijos en las aulas u otros espacios públicos.

				El segundo capítulo se hace eco de una cuestión recurrente en los debates públicos acerca de cuestiones con especial carga moral. El asunto es si los creyentes pueden intentar hacer valer sus creencias o, mejor dicho, sus valores morales en la aprobación o retirada de las leyes que consideran injustas. Ante tal pretensión, se alza reiteradamente el argumento de que los creyentes no pueden imponer al resto de la sociedad su moral. La cuestión entraña, desde el punto de vista teórico, cierta complejidad y, sin embargo, en ella está en juego el diseño efectivo de la sociedad. El capítulo exige mayor nivel de abstracción en su tratamiento y resolver algunas cuestiones no fáciles. El lector habrá de hacer un esfuerzo de comprensión un poco mayor, pero albergo la esperanza de que su lectura le reporte un mayor beneficio práctico a la hora de afrontar algunos dilemas y de orientarse adecuadamente en los debates que suscita una cultura marcada por el pluralismo moral y cultural.

				Me ha parecido oportuno, después de señalar la línea que marca la división entre la laicidad —un bien político irrenunciable, en mi opinión— y el laicismo, confrontar el cristianismo y el bien político que representa la laicidad. Confío en que el lector descubrirá, si no lo sabe ya, que el cristianismo representa uno de los grandes pilares sobre los que se asienta una correcta concepción de la laicidad y que, además, constituye uno de las mejores contribuciones para que la democracia sea un auténtico espacio de libertad y de justicia. A esta tarea le he dedicado un apéndice y unas conclusiones finales.

				Como no podía ser de otra forma, en la realización del presente trabajo he contraído deudas de gratitud con muchas personas. Aunque por motivos muy diversos, deseo expresar mi gratitud especial a los profesores Rafael Alvira, Martin Rhonheimer, Tomás Prieto, Urbano Ferrer, Antonio-Carlos Pereira y Guillermo Suárez. Debo, por otra parte, una singular gratitud a mi amigo Indalecio Estrada y a su hijo Álvaro Estrada Heres. Su colaboración no ha sido académica, pero sí inestimable. También quiero dejar constancia del excelente servicio y amabilidad del personal de la Biblioteca de la Universidad de Navarra, que crea un envidiable entorno para el estudio y la investigación.

				Y, puesto que nos encontramos ante la pretensión de hacer de la religión una experiencia socialmente irrelevante, quiero concluir con un explícito agradecimiento a Dios por haberme permitido solazarme redactando lo que, con mayor o menor acierto, viene a continuación.

				
					
						1 Si bien es verdad que el laicismo no es una novedad histórica, pues ha estado siempre muy presente en la concepción francesa de la República y tuvo eco en otros países, sobre todo hispanoamericanos y especialmente en México, el resto de las democracias han venido manteniendo una relación mucho más positiva y pacífica con el fenómeno religioso, de manera que en la mayoría de los países democráticos la cuestión religiosa no representaba especiales problemas. Ha sido en las últimas décadas y, sobre todo, en los últimos lustros cuando la cuestión de la laicidad se ha abierto paso con nuevo ímpetu en la agenda política y en los debates públicos. Por esta razón, cabe decir que el debate sobre la laicidad y la virulencia del laicismo son novedosos.

					

					
						2 Califico como «demoescépticos» no solo a algunos creyentes que formalmente pueden cuestionarse la bondad de la democracia, sino a aquellos que, sin llegar a combatirla, en realidad no la valoran como el régimen político ideal, sino que la aceptan simplemente por ser el régimen político establecido. Viven la democracia, no como un valor, sino como un hecho sin más: «es lo que hay», piensan para sí.

					

					
						3 Tales elogios al ideal democrático resultan compatibles con la existencia de profundas deficiencias en las actuales prácticas políticas. Es lo que puso de manifiesto la #spanishrevolution en las acampadas de «indignados» que comenzaron el 15-M, justo una semana antes de las elecciones autonómicas y municipales de 2011 en España. Ese fenómeno manifestaba una preocupante crisis de representación política, pero sin invalidar el ideal democrático. Acertada o equivocadamente, los acampados reclamaban «democracia real», es decir, mantenían como ideal político la democracia, si bien su queja refleja un inquietante síntoma de que el funcionamiento real de las democracias resulta manifiestamente mejorable. 

					

				

			

		


		
			
				
				I. LA RELIGIÓN Y SU «IMPACTO AMBIENTAL»

				I. UN ESPACIO «LIBRE DE HUMOS» RELIGIOSOS

				Cuando se proyecta una autopista, en muchos países se exige un estudio previo de su impacto ambiental. Lo mismo sucede con el tendido de electricidad y otras obras civiles. Las autopistas y torres de electricidad proporcionan un servicio innegable a la sociedad: se acortan las distancias, se facilitan el comercio y la economía, se provee de un servicio básico a las poblaciones, etcétera. Pero el mayor respeto al medio ambiente nos ha hecho más exigentes y queremos conjugar los avances de la tecnología con la preservación del medio ambiente, aunque solo sea desde un punto de vista paisajístico.

				Algo parecido da la impresión de que está sucediendo con el fenómeno religioso desde unos años para acá. Es como si, de repente, se hubiera despertado una nueva sensibilidad ante el «impacto ambiental» de las religiones, siendo en este caso la secularidad de la sociedad el paisaje que se desea preservar. Es como si nuestro sentido de lo social hubiera desarrollado una sensibilidad en la que lo religioso desmerecería de lo civil y algunos se propusieran que la vida en sociedad y la política estuvieran «libres de humos», es decir y en este contexto, libres de la contaminación religiosa. De acuerdo con esta nueva sensibilidad, cualquier interacción de lo político con lo religioso representaría una ilegítima intromisión de lo religioso en la vida pública y una vuelta a épocas pretéritas en las que el poder religioso —las iglesias cristianas y la Iglesia católica más en particular— habría sido dueño de almas y haciendas, y habría condicionado de manera abusiva e ilegítima la acción política.

				Esta alergia frente a lo religioso, comprensible en razón de algunas experiencias históricas, se ha decantado en una demanda política concreta que se postula como aspiración a una plena laicidad del Estado. A pesar de lo mucho que se oyen las palabras «laicidad» y «laicismo», no son muchas, sin embargo, las personas que saben a ciencia cierta cuál es el significado exacto de estos términos, ni en la teoría ni en la práctica.

				Para centrar un poco la cuestión, merece la pena, por tanto, hacer un primer y elemental acercamiento al significado de los términos. La Real Academia Española de la Lengua no recoge el término laicidad. Sí lo hace, en cambio, con el término laicismo y lo define como «Doctrina que defiende la independencia del hombre o de la sociedad, y más particularmente del Estado, respecto de cualquier organización o confesión religiosa». Como primera aproximación, esta definición nos puede ser útil, si bien es susceptible de importantes matizaciones. En efecto, en los debates sobre el laicismo, hay quien distingue entre «laicidad» y «laicismo», admitiendo lo primero y negando lo segundo como posición extrema o un pasarse de rosca de la laicidad. Hay también quien distingue entre laicidad en sentido positivo y en sentido negativo, admitiendo la primera y rechazando la segunda. Frente a una laicidad positiva, que reconoce la independencia del poder civil frente al religioso, pero que considera positivamente la religión, la laicidad negativa iría encaminada a impedir cualquier «contaminación» religiosa de la acción política o cualquier presencia o influencia de la religión —o de la experiencia religiosa— en el ámbito público. No faltan, sin embargo, quienes, por el contrario, consideran que la laicidad ha de ser siempre negativa1.

				Pero es hora ya de abandonar momentáneamente el manejo de conceptos abstractos y pisar el terreno de los conflictos concretos que se plantean y de las demandas que en nombre de la laicidad o del laicismo se realizan.

				Aunque quizá se trate de una división artificial, podemos establecer una diferenciación entre dos ámbitos en conflicto en materia de laicismo. El primer ámbito sería el de los conflictos que puede plantear la relación del Estado como tal con ciertas expresiones o manifestaciones externas de religiosidad. Otro ámbito sería el reparo, no tanto del Estado como de algunos ciudadanos, frente a las expresiones externas de religiosidad, como por ejemplo la presencia de crucifijos en las aulas. No obstante, esta distinción de ámbitos de conflicto, que puede ser útil para la exposición, tiene algo de artificial, pues el interpelado es siempre el Estado —al que se le demanda que sea laico— y lo que siempre está en juego son los límites y las exigencias de la libertad religiosa de los ciudadanos.

				1. Algunos «casus belli»

				En la medida en que la propuesta laicista se ha introducido en sectores más o menos amplios de la sociedad, se escuchan, en nombre de la laicidad, demandas de que los ámbitos públicos estén exentos de contaminaciones religiosas: que el homenaje a militares caídos en servicio, la inauguración del curso académico o el funeral por un miembro de la comunidad universitaria se realice sin ninguna ceremonia religiosa (por supuesto, la esquela institucional no podrá llevar ningún signo religioso); que no existan capillas ni servicios religiosos en ninguna dependencia del Estado (centros universitarios2, hospitales, aeropuertos, etcétera); tampoco sería conforme con lalaicidad del Estado, según la plantean algunos, que la autoridades civiles acudan en condición de tales a ceremonias religiosas, como pueden serlo la Eucaristía en la celebración del patrono de la ciudad, o, como sucede en España, a las procesiones de Semana Santa o del Corpus; o que participen en estas las Fuerzas Armadas.

				Otra exigencia de la laicidad consistiría en la prohibición de impartir educación religiosa en la escuela pública a las familias que lo soliciten, aunque sean mayoría en el centro y, por tanto, les avale lo que suele denominarse la demanda social. También se dice que el dinero público no puede contribuir a la financiación de centros educativos confesionales o de cualesquiera otras actividades —aunque tengan un marcado sentido social— realizadas por organismos que posean alguna impronta religiosa. Por supuesto, según ese razonamiento, los presupuestos del Estado tampoco podrían colaborar con los gastos ocasionados por la visita del Papa a un país o con cualquier otro evento de carácter religioso. Y, desde luego, al Estado le estaría vedado contribuir a la financiación de las iglesias o de las diversas confesiones religiosas. Igualmente, el Estado habría de abstenerse de acoger y financiar las capellanías castrenses, hospitalarias o penitenciarias. El laicismo más militante entiende, además, que las vías públicas no pueden llevar nombres de santos o personalidades religiosas.

				Las exigencias expuestas en los párrafos precedentes miran, desde una óptica laicista, a que el Estado no contribuya, ampare o colabore con ninguna actividad o demanda de carácter religioso o que sea protagonizada o promovida por algún ente de naturaleza religiosa. Pero existen otras pretensiones que no se dirigen directamente al Estado, aunque también lo implican, sino que establecen un conflicto entre los ciudadanos. Se trata de la exigencia por parte de los ciudadanos «laicos»3 de que otros ciudadanos limiten la exteriorización de sus creencias religiosas. En concreto que no exhiban símbolos religiosos. Se pide que se retire el crucifijo de las paredes de los colegios, hospitales públicos o de las dependencias de cualquier organismo oficial —salones municipales, tribunales, etcétera— aduciendo que su naturaleza de lugares públicos, abiertos a todos los ciudadanos, impide que los símbolos propios de los creyentes de una determinada religión presidan esos locales.

				Pero no solo el crucifijo puede ser expulsado del ámbito público, los velos islámicos y la kipá judía también han sido objeto de restricciones, especialmente en Francia, que desde 2004 cuenta con una ley que impide a los alumnos de colegios, escuelas o liceos públicos «el porte de signos o prendas por los cuales los alumnos manifiesten ostensiblemente una afiliación religiosa». En abril de 2011 entró además en vigor la ley francesa que impide a las mujeres ir ataviadas con velo integral (con el niqab o con el burka). También se les ha impedido el acceso al aula a niñas que portaban el hiyab en diversas ciudades españolas. Lo que está en juego en cada uno de los casos mencionados no es exactamente lo mismo, pero todos esos problemas que se mencionan tienen en común el componente religioso ligado a ellos de alguna manera.

				No solo hay limitaciones para las alumnas. El sentir laico establece también la prohibición de que los funcionarios de la administración del Estado porten atuendos que les identifiquen ostensiblemente con ninguna religión. Así sucedió en 1995 con Lucia Dahlab, maestra en una escuela pública del cantón suizo de Ginebra, que tras su conversión al Islam en 1991 comenzó a portar el velo islámico. Y así ha sucedido más recientemente, en 2009, y no se trata ya de una funcionaria, con la abogada musulmana Zoubida Barik, que fue expulsada del estrado por el juez de la Audiencia Nacional Javier Gómez Bermúdez por vestir el velo. Resulta curioso que en una sociedad en la que cada quien hace, como suele decirse, de su capa un sayo, se abra camino un mandato que vendría a decir: «vista usted como quiera, mientras no se lo mande su religión».

				Aunque la cuestión no ha llegado a los tribunales, también resulta reiterativa la discusión navideña sobre la presencia de belenes u otros adornos en escuelas, recintos públicos o en la simple vía pública. Los laicistas consideran que este símbolo no puede exhibirse públicamente por ser religioso y, por tanto, privativo, según ellos, de quienes confiesan el cristianismo. Su presencia en la calle representaría, por lo visto, algún tipo de ofensa a los sentimientos de quienes no son cristianos o, supongo, de quienes entienden que la religión cristiana representa la raíz de todos los males.
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